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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecinueve (19) de Julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.713
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Martha Angélica Yassín Díaz, contra del fallo emitido el 5 de junio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Superintendencia Financiera de Colombia, Bancolombia y Suramericana S.A. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la señora Martha Angélica Yassín Díaz que desde mayo de 2012 adquirió con Bancolombia dos créditos de vehículo para la compra de 2 tractocamiones para cancelar mensualmente, los que incluían el cobro de las pólizas a todo riesgo ante Suramericana S.A. que protegen el patrimonio y la responsabilidad civil, y de las cuales el beneficiario oneroso es Bancolombia.

Indicó que en mayo de 2016 adquirió unas pólizas con la compañía Allianz Seguros  S.A. con el fin de sustituir las que tenía con la aseguradora colectiva de Bancolombia, Seguros Generales Suramericana S.A, pues cumplían con las mismas características y la cobertura requerida, además de hacer el endoso para que Bancolombia continuara como beneficiario oneroso de las nuevas pólizas.
Afirmó que de acuerdo a lo anterior envió por correo electrónico a Bancolombia el endoso y certificación de las pólizas para que la entidad bancaria realizara la modificación correspondiente, sin que hasta la fecha hubieran aceptado el endoso o dejaran de cobrar cada mes el valor de la póliza de Suramericana S.A, obligándola a hacer un doble pago por el seguro de sus vehículos.

Aseguró que esta práctica abusiva por parte de BANCOLOMBIA  y Suramericana vulnera sus derechos; además, de que incumplen con sus obligaciones contractuales yendo en contra del estatuto financiero. 
En acápite de pretensiones, solicitó lo siguiente: i) amparar los derechos de igualdad y el libre desarrollo de la propiedad privada y los derechos adquiridos por las leyes civiles (art. 58 C.P.C) y los consagrados en el decreto 663 de 1993 artículo 100, numeral 2; ii) ordenar a  Bancolombia y Suramericana que dentro de las siguientes 48 horas a la notificación del fallo, acepte los endosos de las pólizas todo riesgo que amparan los vehículos a su nombre y que fueron expedidas por la aseguradora ALLIANZ a partir de la fecha de emisión de las mismas; iii) ordenar a Bancolombia y Suramericana retornar el valor de los cobros por seguro que se han generado desde el mes de mayo de 2016 hasta la fecha y que mes a mes ha pagado en la factura de los créditos; iv) que Bancolombia y Suramericana certifiquen la cancelación de estas pólizas que por amparo de todo riesgo tienen sobre los vehículos objeto del crédito y v) que la Superintendencia Financiera de Colombia sancione de oficio a Bancolombia y Suramericana por las prácticas abusivas que se han llevado a cabo y que han perjudicado su patrimonio y el de su familia.
2.3. Adjuntó con la demanda copia de los siguientes documentos: i) correo electrónico sobre el endoso de las pólizas de la aseguradora Allianz Seguros; ii) correo electrónico donde solicita a Bancolombia de manera expresa las razones por las cuales se niegan  a recibir el endoso de los citados seguros iii) Respuesta a través de correo electrónico donde Bancolombia indica que ha registrado el caso con # 8005726179 iv) cédula de ciudadanía; v) licencias de tránsito de los vehículos con placas UPN997 y UPN979; vi) cuenta de cobro de Bancolombia donde incluyen el seguro vii) Certificado de seguro de ALLIANZ (Fls.7-24)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA 
Afirmó que en los hechos de la acción de tutela no se hizo alusión a la entidad, razón por la cual se puede inferir que la Superintendencia Financiera no ha tenido participación en ellos. Además, que en esa entidad no reposa alguna reclamación o petición realizada ante ellos por la interesada.

Resaltó que dentro de sus actuaciones administrativas no está la de vigilar los actos particulares ni los incumplimientos contractuales de los involucrados; por lo tanto, las inconformidades que se presenten por esos asuntos deben ser ventiladas a través del proceso respectivo y la autoridad judicial competente.

Indicó que existe falta de legitimación por pasiva, pues aunque los accionados son BANCOLOMBIA S.A y SURAMERICANA S.A que son entidades vigiladas por esta Superintendencia, lo que no implica que este organismo deba ser vinculado en las acciones constitucionales. 
Solicitó se negara el amparo, toda vez que el Organismo de control y vigilancia no ha vulnerado los derechos invocados por la accionante. (Fls. 31-32)

3.2 BANCOLOMBIA

Informó que se celebró el contrato No.134731 a nombre de la señora Martha Angélica Yassin Díaz, donde se vincularon los vehículos de placas UPN997 y UPN979 y en el que la señora Yassín Díaz indicó su voluntad de tomar los seguros con la póliza colectiva ante Suramericana de Seguros.

Afirmó que solo hasta  julio de 2017 la señora Martha Angélica Yassín Díaz envió el seguro de vida de la aseguradora Allianz el cual fue aprobado en julio de 2015 (sic) y por tanto retirado de la póliza colectiva sin que hasta la fecha cuente con evidencia de los endosos de los seguros de los vehículos para retirarlos de la póliza colectiva
Agregó que no existe una vulneración a los derechos de igualdad o al libre desarrollo de la propiedad privada pues existió una voluntad clara por parte de la accionante de tomar el contrato de leasing bajo las condiciones pactadas, además de esto, ella cuenta con la libertad de tomar otro tipo de seguros pero bajo una serie de trámites que conoce la actora. 

Solicitó se desestimara la acción de tutela presentada en contra de la entidad y en consecuencia se rechazara, declarara improcedente y en subsidio se declarara impróspera de conformidad con que no existe violación alguna del derecho que la accionante presentó como violado, además que el artículo 45 del decreto 2591 indica que no se podrá conceder la acción contra conductas legítimas de un particular (Fls 38-41).
Allegó con la respuesta los documentos que sustentan sus dichos y pretensiones (Fls. 42-59).
3.3. SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. 

Indicó que de los hechos narrados en la acción de tutela se puede inferir que no existe una vulneración de derechos fundamentales, ni de situaciones que pongan en peligro los mismos, que justifique la intervención del juez de tutela, ya que sus alegatos están encaminados a una controversia contractual resultante de una obligación adquirida por la señora Martha Angélica Yassin Díaz con Bancolombia S.A.

Afirmó que además de lo expresado no se acreditó un perjuicio irremediable, para justificar la subsidiariedad de la acción constitucional, pues las pretensiones son de carácter económico asociadas a una relación contractual financiera y una póliza de seguros, por lo cual la jurisdicción civil es la competente para resolver dichas controversias.

Solicitó se negara por improcedente la acción de tutela en lo que respecta a su representada por no vulnerar derechos fundamentales. (Fls. 61-63).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 5 de junio de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira,  declaró improcedente la acción de tutela instaurada por Martha Angélica Yassín Díaz en contra de la Superintendencia Financiera de Colombia, Bancolombia S.A. y Seguros Generales Suramericanos S.A. por la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, es decir, por no cumplir con el principio de subsidiaridad del amparo constitucional (66-73).
La señora Martha Angélica Yassín Díaz fue notificada del fallo mediante el oficio Nº1285 el 9 de junio de 2017 (folio 78). 

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 14 de junio de 2017, la señora Martha Angélica Yassín Díaz radicó un escrito en el juzgado de conocimiento, mediante el cual indicó que teniendo en cuenta que los derechos fundamentales son aquellos inherentes a las personas, es necesaria su protección por parte del Estado; por lo tanto le corresponde al juez de tutela analizar de fondo la vulneración alegada, toda vez que considera que la Aseguradora actúa en una posición dominante frente a la indefensión del asegurado.
Afirmó que si bien la relación se da dentro de las normas contractuales, no existe un mecanismo idóneo para que el asegurado pueda oponerse de manera efectiva, viéndose obligada a hacer lo que la aseguradora disponga, violando así los derechos fundamentales, toda vez que lleva más de un año soportando esta situación, lo que le ha causado durante este transcurso un perjuicio económico.

Agregó que si bien existen otro mecanismos de defensa judicial, como lo manifestó el A quo, estos se han llevado a cabo sin éxito, toda vez que se tornaron inoperantes dado el trámite largo y dispendioso, prolongando la vulneración de sus derechos por parte de la aseguradora. Por lo tanto, solicitó que se estudie de fondo su situación y se tutelen los derechos invocados (Fls. 79 y 80).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. RTÍCULO 6º. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:  
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…)
5.6. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-082 de 2016 reiteró que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual; es decir, procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia para que cese inmediatamente la vulneración. Sobre el particular, y en dicha providencia precisó lo siguiente:

 
“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela,[3] se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior. [4]
5.7. Conforme con lo expuesto, es claro que solo después de ejercer infructuosamente todos los medios ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos, es procedente la acción. Así lo consideró la Corte Constitucional en la sentencia SU-355 de 2015, en los siguientes términos:

 “Desde sus primeras decisiones esta Corporación destacó que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por su naturaleza, tiene la acción de tutela  dado que, de lo contrario se estaría haciendo simplemente una burda y mecánica exégesis de la norma, en abierta contradicción con los principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer expreso del Constituyente. Así las cosas, concluyó este Tribunal que el otro medio de defensa judicial a disposición de la persona que reclama ante los jueces la protección de sus derechos fundamentales ha de tener una efectividad igual o superior a la de la acción de tutela para lograr efectiva y concretamente que la protección sea inmediata. La idoneidad del medio judicial puede determinarse, según la Corte lo ha indicado, examinando el objeto de la opción judicial alternativa y el resultado previsible de acudir a ese otro medio de defensa judicial.”
5.8. Sobre la procedencia de la acción de tutela contra entidades aseguradoras, la Corte Constitucional en la Sentencia T-240 de 2016 reiteró lo siguiente:
“2.3.3.1.    Las actividades financiera, bursátil y aseguradora han sido calificadas por la Constitución Política como un servicio público basado en la captación, manejo e inversión de grandes cantidades de dinero procedentes de toda la población[16], razón por la cual, las entidades y empresas que ejercen esta actividad comercial se encuentran sujetas a una serie de responsabilidades particulares, que las someten a obligaciones susceptibles de ser demandadas ante las autoridades judiciales de carácter civil y comercial. Sin embargo, el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 establece la posibilidad que tienen las personas de ejercer la acción de tutela, en aquellos eventos en los cuales consideren que sus derechos fundamentales han sido vulnerados por un particular que presta un servicio público[17], no obstante el juez deberá valorar cada caso concreto.    
 
2.3.3.2.     Lo anterior significa que el ejercicio de la acción de tutela siempre deberá encausarse dentro de los márgenes procesales dispuestos para ella, es decir, que siempre será necesario agotar los mecanismos ordinarios que se tienen al alcance para el reclamo y defensa de los derechos, especialmente en aquellos asuntos que tienen una jurisdicción particular para resolver sus litigios, pues la protección constitucional ha sido concebida por el legislador como un amparo que debe extenderse en circunstancias donde efectivamente exista una violación a derechos fundamentales.
 
2.3.3.3.     Ahora bien, como sucede en todos los eventos relacionados con acciones de tutela que versan sobre asuntos de carácter ordinario, la jurisprudencia constitucional ha admitido la procedencia excepcional de las mismas cuando en ellas se encuentre demostrada: (i) que el mecanismo judicial con el cual se cuenta no es eficaz o idóneo para lograr la protección; y (ii) cuando sea para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable para el actor[18]. Además, la jurisprudencia ha reconocido que en los eventos en que se presentan acciones de tutela por sujetos que gozan de especial protección constitucional, la valoración sobre la ocurrencia del perjuicio irremediable debe ser más comprensiva o flexibilizarse de acuerdo a las condiciones del peticionario[19].
 
2.3.3.4.   Así las cosas, si bien es cierto que para problemas surgidos con entidades bursátiles, financieras o aseguradoras se encuentra concebido un marco procesal civil y comercial dirigido a canalizar el estudio de estos asuntos a través de la vía ordinaria, no es menos cierto el hecho que los negocios pactados con dichas compañías revisten la particularidad de recaer sobre una relación contractual en la cual puede presentarse un desbalance que ubique a las mismas en una condición de ventaja frente a la otra parte del acuerdo, casos en los que se configura un estado de indefensión que permite prescindir de la vía ordinaria y admitir la acción de tutela de manera excepcional.
 
2.3.3.5.     En ese sentido, para la procedencia de este tipo de acciones de tutela, la jurisprudencia constitucional ha agregado otro elemento, de acuerdo al cual, el juez deberá examinar en cada caso concreto si existe un relación de desigualdad negocial que ubique al actor en un plano de indefensión[20]. Adicionalmente, también ha determinado que el accionante debe demostrar que no cuenta con recursos económicos suficientes para continuar con el pago de la deuda[21].” 
5.9.  De acuerdo a lo anterior y de conformidad con las pruebas allegadas con la demanda de amparo, se advierte que la señora Martha Angélica Yassín Díaz pretende que por esta vía se ordene a Bancolombia S.A. y a Suramericana S.A. que acepten el endoso de las pólizas todo riesgo que amparan los dos vehículos que tiene a su nombre y que fueron tomadas inicialmente con Suramericana S.A. por las expedidas por Allianz Seguros S.A.  y en tal sentido, se le haga la devolución de los dineros cobrados por las pólizas de Suramericana.  Sin embargo, esta Sala considera que la accionante no acreditó haber acudido a la vía ordinaria civil, medio idóneo y principal, para debatir controversias de índole económico, como el presente caso, en donde se alega un derecho surgido a raíz de un contrato de seguros, en el que la actora voluntariamente se sujetó a las normas que tienen las entidades aseguradoras cuya actividad es meramente comercial,  en el que se generaron unas obligaciones y unos susceptibles de ser demandados ante el juez natural, por lo que para este asunto en particular, no  bastaba con que la señora Yassín Díaz presentara los endosos de los seguros de sus dos vehículos para el retiro de la póliza colectiva que la había adquirido de forma con Suramericana S.A., sino que Bancolombia debió haber sido notificada y haber dado el aval a los mismos. 
5.10.  La acción de tutela por ser su naturaleza de carácter subsidiario o supletorio, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, si se tiene en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo es procedente “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” y dicha norma expresamente señala “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

5.11.  Es decir,  que de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, esta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: “(i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.”
5.12.  Por lo tanto, ante la posibilidad de acudir a los procedimientos ordinarios para que la señora Martha Angélica Yassín Díaz logre el retiro de los seguros a todo riesgo ante SURAMERICANA, el endoso a la aseguradora ALLIANZ SEGUROS y la devolución de los aportes económicos realizados por dicho concepto, surge con toda claridad que no es viable el amparo invocado, máxime que dentro de la foliatura no obra prueba alguna que demuestre que la actora es un sujeto de especial protección por parte del Estado y que por lo tanto, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales de la señora Yassín Díaz por cuanto la misma no podría soportar la carga de esperar a la respuesta de la jurisdicción ordinaria al encontrarse frente a un perjuicio irremediable. 

Como consecuencia de lo anterior, en este asunto en concreto no están dados los requisitos para proceda el amparo reclamado y en tal virtud, este Tribunal confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 5 de junio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Martha Angélica Yassín Díaz en contra de la Superintendencia Financiera de Colombia, Bancolombia S.A. y SURAMERICANA S.A..

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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